PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados 
de la Provincia de Buenos Aires

D E C L A R A

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo abandone su política de  promocionar los juegos de azar e incentivar a la población a participar en los mismos, asumiendo que los costos directos e indirectos de tal conducta son más onerosos y más perjudiciales para el tejido social que los supuestos beneficios por los recursos colectados a través de tal actividad.-
F U N D A M E N T O S

Es evidente que el Estado, desde hace varios años ya, hace muy poco para evitar la disolución que introduce el juego en la vida personal y familiar, y en el entramado general de la sociedad. Sin embargo, durante los últimos meses, venimos verificando que en nuestra Provincia, desde el propio Estado, se ha desatado, con mayor agresividad que nunca, una política de incentivación a la población a participar de los juegos de azar, como si se desconocieran las perniciosas y corrosivas consecuencias que tal actividad conlleva inexorablemente para las mujeres y los hombres que se internan en ella. 
Enmascarado en eslóganes que apelan a la solidaridad y a la ética, es cada vez más profuso el bombardeo de mensajes que invitan a los bonaerenses a gastar su dinero en juegos de azar; "La emoción de jugar y ayudar" sostiene la misma, arguyendo que los recursos que se recauda a partir de las concesiones otorgadas para la explotación del juego se transforman en hospitales, escuelas públicas, o planes asistenciales de diversas índoles. Estas campañas son la manifestación más engañosa y superficial de la inquietante expansión del negocio de apuestas que se verifica hoy en nuestra provincia. 
Un ejemplo de ello es la publicidad que encontramos permanentemente en los medios masivos de comunicación, en la que el propio Instituto de Loterías y Casinos de la provincia de Buenos Aires invita a ser “más solidarios” jugando en los casinos, en los bingos, en los hipódromos o en las tragamonedas habilitadas en nuestra Provincia, invitando incluso solapadamente a habituarnos a incursionar en el juego, sin advertir siquiera -en dichos avisos- sobre la peligrosidad de que tales conductas se conviertan en habituales, lo que es altamente probable dado el carácter adictivo del juego. En efecto, en un verdadero contrasentido con los esfuerzos bien direccionados de su Programa de Atención al Jugador Compulsivo y de su Registro de Autoexclusión, el propio Estado pone escaso o nulo empeño en advertir sobre las nefastas consecuencias individuales y colectivas de la adicción que produce el juego y, en general, omite o esconde lo más posible la advertencia sobre tal carácter disolvente de la actividad. 
Otro ejemplo de ello lo constituye el propio sitio oficial del Instituto de Loterías y Casinos de la provincia de Buenos Aires en Internet, el que esconde las advertencias sobre el carácter adictivo del juego en retóricas preguntas de obvias respuestas: "¿Fracasás cuando querés controlar el impulso de jugar? ¿Sentís que perdés el control cuando jugás? Si perdés, ¿buscás revancha? ¿Tenés deudas por el juego? ¿Engañás a tu familia para volver a jugar?".
Por otra parte, resulta al menos llamativo y sospechoso el empeño que pone el Instituto en promocionar, extender y masificar el juego entre los bonaerenses, habida cuenta que el objetivo de tales campañas publicitarias no es otro que aumentar una clientela y desarrollar una actividad que no hará otra cosa que incrementar la ganancia de los concesionarios del juego; es decir, se está aportando publicidad para incrementar la ganancia de concesionarios privados que explotan la actividad. 
Por los motivos expuestos, solicito a mis pares se sirvan acompañar la presente Declaración.

Cinco días antes de dejar la Presidencia de la Nación, el doctor Néstor Kirchner firmó un escandaloso decreto por el cual se disponía sobre la empresa concesionaria del Hipódromo de Palermo la dulce obligación de instalar 1500 máquinas tragamonedas que se sumarían a las 3000, que ya operan en su predio. La iniciativa fue muy controvertida no sólo porque el decreto en que se formulaba se publicó el feriado del 31 de diciembre; tampoco porque el beneficiario fuera el empresario Cristóbal López, uno de los hombres de negocios más allegados al actual gobierno. El número era innovador: ni en los casinos de Las Vegas se admite la explotación de más de 3000 máquinas tragamonedas en un mismo local. 

Estas curiosidades ocultaron un problema más obvio e importante: cuál es la razón por la cual el Estado debe socorrer, al habilitar la explotación de tragamonedas, a un hipódromo deficitario, y no a una escuela, una biblioteca o un sanatorio, cuyas finanzas atraviesen una situación ajustada. 

Desentrañar las razones por las cuales nuestros gobernantes están tan dispuestos a alentar la expansión de las apuestas no parece una tarea compleja. Hay una peculiaridad bastante extendida en la explotación del juego que podría iluminar la tarea: en general, las normas en las que se sostienen las concesiones son controvertidas, inestables, inciertas. 

El decreto del ex presidente Kirchner a favor del Hipódromo de Palermo y la empresa Casino Club, del señor López, se basa en una resolución de la Lotería Nacional que podría pasar a la historia de las excentricidades jurídicas por la naturaleza de sus considerandos. Allí se compara, al apelar a la legislación sobre sociedades anónimas de la dictadura española de Francisco Franco, el rol social del hombre de negocios -en este caso de los juegos de azar-, con el del buen padre de familia. O se arguye que, como algún día el gusto de los apostadores mudará hacia otras experiencias lúdicas, hay que expandir ahora la oferta todo lo que sea posible para aprovechar el negocio antes de su decadencia. 

Más allá de la calidad de estos argumentos, la explotación de tragamonedas del Hipódromo de Palermo se basa en un decreto que todavía se discute en la Justicia. Los más interesados en cuestionarlo son los empresarios de bingos de la Capital Federal, que no consiguieron la habilitación de esas "máquinas de resolución inmediata" en sus locales, a pesar de una norma que habían conseguido durante el gobierno de Fernando De la Rúa y que, en aquel entonces, fue motivo de razonables críticas y sospechas. 

En las últimas semanas, se multiplicaron en la Legislatura porteña pedidos de informes que demuestran cómo el negocio del juego se mueve casi sin régimen de control en el distrito. Los diputados quieren que Mauricio Macri les informe si existe información fehaciente sobre las apuestas que se realizan en bingos y casinos, si se renovaron licencias de explotación sin licitación alguna, si existe un sistema online instalado -como exigen las normas- para que Lotería Nacional informe al Instituto del Juego porteño cuál es el volumen de las apuestas, de modo tal que puedan calcularse los fondos que debe recibir la ciudad. De estos interrogantes se infiere que, en la Capital Federal, frente al juego, toda regla y toda institucionalidad se vuelve borrosa. 

En la provincia de Buenos Aires, el panorama no es más saludable. Las concesiones de los numerosos bingos fueron extendidas hacia entidades sin fines de lucro que, a la vez, ponen el permiso en manos de poderosas empresas de juego. En muchos casos, las explotaciones se habilitaron sin licitación alguna durante el gobierno de Eduardo Duhalde. Su sucesor, Felipe Solá, prorrogó varias concesiones de manera sumaria, sin llamar a concurso, para atender las urgencias fiscales de la provincia. 

Podría pensarse que la debilidad del régimen jurídico en el que opera el negocio del juego es nada más que una inocente desprolijidad. Pero acaso esa inestabilidad sea estratégica. La falta de norma hace que la concesión se vuelva arbitraria y, por lo tanto, atacable jurídicamente. Por esa hendija, a veces, imperceptible se cuela la corrupción. Son muy fáciles de advertir, desde mucho antes del acceso del actual gobierno al poder, las alianzas entre determinados elencos políticos y tal o cual compañía de explotación de apuestas. 

Estos indicios, siempre vidriosos, son los que alimentan las fundadas suspicacias respecto del papel que está cumpliendo la creciente difusión de este pernicioso negocio en la Argentina. Es decir: resulta cada vez más difícil saber si se trata de una forma de solventar la acción social del Estado o si, además, constituye un canal oscuro, y por eso principal, para el financiamiento espurio de la política

LOTERIA: FUNCIONARIOS DENUNCIADOS Y SOCIOS kirchneristas
Daniel Scioli le abriría las puertas al ‘zar’ del juego Cristóbal López

Un informe de la Coalición Cívica adelanta las estrategias del empresario kirchnerista para ingresar en el segundo territorio más importante del juego en el país: la provincia de Buenos Aires. El Instituto de la Lotería de Scioli está a cargo de Chiche Peluso, acusado de manejar una mesa de dinero con un hombre vinculado a la ESMA, y suma asesores procesados por la Justicia. Mientras, Cristóbal avanza para desembarcar en el territorio que hasta ahora tenía prohibido.

Kristobal. El empresario del juego es señalado como un aliado estratégico de los Kirchner. Nació en Comodoro Rivadavia y controla la mayor cantidad de casinos en el país.

El empresario kirchnerista del juego Cristóbal López estaría preparando el terreno para su ingreso en la prohibida provincia de Buenos Aires, según un informe que la Coalición Cívica adelantó en exclusiva a PERFIL. El zar del juego ya tiene instalado en territorio del gobernador Daniel Scioli al “principal operador político de la empresa Casino Club –de su propiedad–, Carlos Gallo” como asesor del interventor del Instituto de la Lotería bonaerense, Luis Alberto “Chiche” Peluso, acusado, como publicó PERFIL en su edición del 9 de marzo, de integrar una mesa de dinero en 1999 para prestar efectivo a jugadores fuertes en el casino Estrella de la Fortuna, en sociedad con Miguel Angel Egea, vinculado a las apropiaciones de bienes de los desaparecidos de la ESMA. 
“Gallo trabaja en la planta permanente de la Dirección Provincial de Hipódromos como asesor de Peluso, ya que el hipódromo es el punto débil del interventor. Gallo es hombre de Cristóbal. Maneja mucho más de lo que se piensa, es un titular en las sombras”, confió a PERFIL un funcionario bonaerense. “Gallo fue el titular de Lotería Nacional que permitió a López instalar en Palermo las primeras 80 tragamonedas”, aseguran los diputados Walter Martello y Maricel Etchecoin Moro, autores del informe, que pedirán la creación de una comisión investigadora del juego en la Cámara baja bonaerense. Pero el currículum de Gallo no termina ahí: está procesado tras una denuncia de la Oficina Anticorrucpción por alquilar durante su gestión el salón Tattersall de Palermo al empresario Jorge Bernstein por sólo 12 mil pesos mensuales, cuando el valor estimado por el ONABE era de 70 mil pesos por mes. 
López, quien integra el triángulo empresario K junto a Lázaro Báez y Sebastián Ezkenazi, debe sortear un obstáculo legal: en los hipódromos bonaerenses están prohibidas las tragamonedas “por una resolución de Duhalde y Ruckauf para proteger a los dueños de los bingos, y reafirmada por Felipe Solá, decisión que le costó el apoyo de los Kirchner para ser reelecto como gobernador”, afirman. 
La resolución de Solá frustró sus ambiciones pero Scioli y Peluso podrían dar marcha atrás a la barrera que impide el acceso del zar a dicho territorio. Si López logra ingresar en la provincia, estaría controlando el 70 por ciento del juego en el país. La Iglesia también pone trabas al crecimiento del empresario K, por cuestionar la expansión de los juegos de azar. 
Los diputados que investigaron a López aseguran que su estrategia va por tres caminos: “Ingresar en los hipódromos de San Isidro y Vicente López –zonas de mayor poder adquisitivo de la provincia–, en la quiniela on line y en las apuestas deportivas por Internet”. Según los legisladores, “los intendentes Gustavo Posse (San Isidro) y Enrique ‘Japonés’ García (Vicente López) fueron presionados por funcionarios nacionales, amenazando con reducir los recursos que Nación entrega a los municipios para que abran la puerta al empresario”. “López pretende instalar 5 mil tragamonedas en San Isidro, en sociedad con el actual senador por el radicalismo (K) Pablo Verani (ver recuadro)”, acusan los diputados. Para esto, Scioli debe hacer lo que no quiso hacer Solá: “Ya tiene un proyecto en mano para pedir a la Legislatura provincial la autorización para habilitar hasta tres bingos por cada distrito con tragamonedas”, adelantan. La empresa Boldt explota hoy las apuestas de la quiniela on line, un negocio que en 2007 recaudó 1.900 millones de pesos. Pero su contrato tiene plazo hasta 2009. Etchecoin y Martello advierten que López adquirió a fines del año pasado la empresa patagónica Tecno Action, dedicada a la automatización de apuestas. “La adquisición de Tecno Action y la sociedad con Itralot –segunda empresa mundial en apuestas deportivas por Internet– demuestran que Cristóbal movilizó las fichas del tablero”, concluye Walter Martello. 

Informe: Emilia Caracoche.

Sigue
Millones en juego y más denuncias 

El juego en la provincia de Buenos Aires recaudó en 2007 más de 4.600 millones de pesos. 

La Fiscalía Correccional Nº 6 habría dado lugar a la denuncia de Rubén Curdi contra la contadora de Peluso por falso testimonio. Curdi, “empleado de Peluso en la mesa de dinero”, fue despedido y le hizo un juicio laboral, pero la Justicia lo desestimó por considerar que la actividad era “inmoral”. La contadora María del Pilar Rego declaró a favor de Peluso. 

La española Codere lidera hoy el juego en la provincia, con 14 bingos y 4.400 tragamonedas, gracias a sus “nexos con el duhaldismo”. 

Según la CC, el senador Verani es socio de Cristóbal, y es señalado como “dueño de los bingos Crown en Avellaneda y Florencio Varela”.

